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                                                      Acción de tutela segunda instancia

 
                                             Acte.: AMPARO ARIAS ANTIA

                                    Rad.: 2009-00263





TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIALPRIVATE 
                         SALA DE DECISION CIVIL-FAMILIA

Magistrado Ponente: Gonzalo Flórez Moreno

Pereira. Diciembre catorce del año dos mil nueve. 





Acta No. 657 de diciembre 14 del 2009. 





Expediente 66001-31-03-004-2009-00263-02




Se resuelve la impugnación presentada por la accionante contra la sentencia del veintisiete de octubre del presente año, proferida por el JUZGADO CUARTO CIVIL DEL CIRCUITO DE PEREIRA, RISARALDA, dentro de la ACCIÓN DE TUTELA promovida por AMPARO ARIAS ANTIA en contra del JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL de la ciudad y BANCOLOMBIA, a la que fueron vinculados JOSE FERNANDO LOPEZ y el FONDO DE CESANTIAS Y PENSIONES “PROTECCION S.A.”. 




I. ANTECEDENTES:

Pretende la actora que se le tutele el derecho de petición que considera vulnerado por razón de hechos y omisiones en que ha incurrido el Juzgado Civil Municipal y la entidad financiera arriba citados.





Explica la accionante que ante dicho despacho, en su calidad de demandada, radicó memorial el 21 de noviembre del 2008 reportando los pagos efectuados a la obligación, en el que pedía que se requiriera a BANCOLOMBIA para que le suministraran la relación histórica de los movimientos de la cuenta de ahorros perteneciente al demandante. 
Igualmente, sostiene que el 20 de abril del 2009, formuló un derecho de petición a BANCOLOMBIA pidiéndole la relación histórica de las consignaciones realizadas a la cuenta, cuyo titular es el actor en el proceso que se adelanta en su contra; que éste, el 12 de mayo del mismo año, le envió comunicación en la que le pedían una prórroga para responderle su derecho de petición lo cual, a la fecha de presentación de esta acción constitucional -19 de agosto del 2009-, no ha ocurrido.  Tampoco el despacho ha requerido a la entidad solicitándole la información.
Considera que para la definición y pago de los valores adeudados a su demandante, es fundamental la información pedida tanto al juzgado como a BANCOLOMBIA, ya que debe actualizarse la liquidación de la deuda. Además, afirma, que le consignó al señor JOSE FERNANDO LOPEZ en la cuenta del FONDO DE CESANTIAS Y PENSIONES “PROTECCION S.A.” la suma de $15.200.000.00 el día 03 de febrero de 2006 y en la de depósitos judiciales del despacho accionado, el valor de $13.950.000.00 el 20 de abril del 2009.  




Realiza una serie de peticiones las cuales obran a folio 02 del cuaderno principal y que, en esencia, se encausan a que se tengan en cuenta para “actualizar el crédito”, las consignaciones que realizó ante BANCOLOMBIA, el FONDO DE CESANTIAS Y PENSIONES “PROTECCION S.A.” y en la cuenta de depósitos judiciales del Despacho accionado.




A la tutela se le dio el trámite de ley, con la vinculación de la parte demandante en el proceso ejecutivo con título hipotecario, quien guardó silencio. El Juzgado accionado no se pronunció. BANCOLOMBIA, por intermedio de su representante legal judicial –calidad que no acreditó- expresó, en términos generales que, como la cuenta no pertenecía a la peticionaria, era imposible darle respuesta a su derecho de petición por hacer parte esa información de la reserva bancaria. Añadió que la pretensión de la accionante no se puede tramitar por esta vía, ya que sólo es procedente cuando no hay otros recursos de carácter judicial. Anexó copia de la respuesta dada al derecho de petición de la señora AMPARO ARIAS ANTIA y la constancia de su envío por correo
.
Luego de practicada la inspección judicial al proceso objeto de tutela, el juez a-quo negó la acción por carencia actual de objeto porque BANCOLOMBIA, dentro de este trámite, le dio respuesta al derecho de petición y, en relación con las pretensiones de los numerales 2 al 7 del escrito, consideró que requerían “de una profunda valoración probatoria la cual escapa a la finalidad para la cual fue creada la tutela, por ello la Corte Constitucional ha sostenido que no procede la acción de tutela cuando el Juez tenga que adentrarse en discusiones y pruebas detalladas tendientes a establecer si un hecho constituye una vulneración de un derecho fundamental”. Además, esas pretensiones apuntan a que se “reabra un proceso en donde se decreten una serie de pruebas que se debieron discutir al interior del proceso que se tramita en el Juzgado accionado
”. 
Decisión que fue impugnada por la actora con el argumento de que la sentencia es equívoca y contraria a la ley por cuanto atenta contra su derecho a la información y la “expone al riesgo inminente de la violación de mi derecho a la vivienda digna si se llegase a permitir que, habiendo sido atendida la obligación, no tomen en cuenta todos los abonos a capital y pago de intereses para la liquidación final del crédito y cometan la injusticia de rematar mi vivienda
”. 
En esta instancia se decretó la nulidad del trámite anterior por cuanto que no se había vinculado al FONDO DE CESANTIAS Y PENSIONES “PROTECCION S.A.
”. Éste, por fuera del término concedido, manifestó que desconoce quién es el titular del número de cuenta bancaria a que hace alusión la tutelante, mas en sus registros contables, sí aparece que le fue consignada al señor JOSE FERNANDO LOPEZ el 03 de febrero del 2006, la suma de $15.200.000.00, la cual fue acreditada en su cuenta de ahorro individual. Resalta que desconoce quién realizó la consignación, toda vez que se practicó por intermedio de CONAVI, hoy BANCOLOMBIA S.A. Considera que no ha violado derecho fundamental alguno.  
Corregido el yerro observado, se pasa a resolver lo pertinente previas las siguientes,

II.  CONSIDERACIONES DE LA SALA:

El derecho fundamental que la tutelante considera violado o amenazado es el de petición, amparado por el artículo 23 de la Constitución Nacional.





Dos derechos de petición realizó la accionante: uno ante BANCOLOMBIA y otro ante el JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL de la ciudad.
Analicemos, primeramente, si es procedente el amparo contra la entidad financiera.

Son sujetos pasivos de la acción de tutela todos los funcionarios públicos, y los particulares, pero únicamente en los casos que taxativamente enuncia el artículo 42 del decreto 2591  de 1991. 

Por no ser BANCOLOMBIA un ente público, sino una persona jurídica del orden privado, la presente tutela debe regirse por las normas que reglamentan el amparo contra particulares.

Ha dicho la Honorable Corte Constitucional y ello constituye antecedente jurisprudencial, en las sentencias T-134 de 1994, T-105 de 1996, T-529 de 1995 y T-614 de 1995, entre otras, que si la organización privada presta un servicio público o si por la función que desempeña adquiere status de autoridad, el derecho de petición se ejecuta como si se tratara de una autoridad pública; y si, por el contrario, la organización no actúa como autoridad, el derecho sólo opera cuando el legislador lo haya reglamentado. 

Pues bien, la actividad financiera es un servicio público, no sólo porque está celosamente vigilada por el Estado (artículo 150-19-d y 189-24 de la C.N.), sino porque su objeto se desarrolla con el concurso de toda la sociedad, cuyos integrantes le confían parte de su patrimonio que es captado por las organizaciones que lo componen.

Si ello es así, cualquier ente que desarrolle la actividad financiera, con relación al específico derecho de petición, actúa como autoridad. BANCOLOMBIA es una corporación que hace parte del sistema financiero nacional; luego, actúa como autoridad y, por consiguiente, el derecho de petición se rige por las reglas que lo reglamentan ante ella. 

Sí es, en consecuencia, BANCOLOMBIA, destinataria de la presente acción de tutela. Pero éste no le desconoció el derecho de petición a la señora AMPARO ARIAS ANTIA puesto que, a pesar de que su respuesta fue negativa y extemporánea, ya se pronunció al respecto. 




Ahora bien, la entidad financiera aduce que no es posible darle información relacionada con la cuenta número 7089 011497228 porque hace parte de la reserva bancaria
, lo cual es cierto en los términos que consagra la ley 1266 de 2008, reglamentaria de los artículos 15 y 20 de la Carta Política. Sólo pueden los usuarios acceder a la información que reposa en los bancos de datos, en los términos y condiciones que establece el artículo 15 de la mencionada ley, lo cual no se cumple en este caso.




Se podría argumentar por la inconforme, que requería la información para el adelantamiento del trámite ante el Despacho judicial accionado, en los términos que consagra el inciso 3º del artículo 15 ya destacado, en la forma como lo expresó en el derecho de petición ante BANCOLOMBIA, por lo que en principio pudiera pensarse que se cumple con el requisito y que habría lugar a entregar los datos solicitados, pero obsérvese que la misma norma destaca que debe ser pertinente, lo que aquí no acontece porque ni BANCOLOMBIA y, en especial el Juzgado, así lo estimaron. 
Este último, al parecer, porque lo que vislumbró y está de acuerdo la Sala, es que la accionante pretendía revivir el término para proponer las excepciones que hubiere considerado tener a su favor –en especial la de pago parcial de la obligación- y, en esencia, la parte probatoria, lo cual no es pertinente a través de esta vía, que no es subsidiaria de los mecanismos ordinarios. 

Pasando al tema del derecho de petición que le hizo la impugnante al juzgado, es procedente advertir que éste resulta improcedente cuando se solicita dentro del trámite de un proceso judicial, ya que el desarrollo de un juicio se ciñe a las reglas trazadas por la normatividad correspondiente. Así lo ha dejado claro la Corte Constitucional cuando al respecto ha dicho
: 

“En lo que respecta al derecho de petición ante las autoridades judiciales, la Corte precisó
 que si bien es cierto el derecho de petición puede ejercerse ante los jueces y en consecuencia éstos se hallan obligados a tramitar y responder las solicitudes que se les presenten, en los términos que la ley señale y que, de no hacerlo desconocen esta garantía fundamental, también lo es que “el juez o magistrado que conduce un proceso judicial está sometido -como también las partes y los intervinientes- a las reglas del mismo, fijadas por la ley, lo que significa que las disposiciones legales contempladas para las actuaciones administrativas no son necesariamente las mismas que debe observar el juez cuando le son presentadas peticiones relativas a puntos que habrán de ser resueltos en su oportunidad procesal y con arreglo a las normas propias de cada juicio (artículo 29 C.P.) 
”.

Visto, entonces, que en este asunto no está comprometido ningún derecho fundamental, será confirmada la decisión impugnada; así se declarará y se harán los demás ordenamientos pertinentes.





En mérito de lo expuesto el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,





RESUELVE:





1º) SE CONFIRMA la sentencia del veintisiete de octubre último, proferida por el JUZGADO CUARTO CIVIL DEL CIRCUITO DE PEREIRA, RISARALDA, dentro de la ACCIÓN DE TUTELA promovida por AMPARO ARIAS ANTIA en contra del JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL de la ciudad y a la que fueron vinculados JOSE FERNANDO LOPEZ y el FONDO DE CESANTIAS Y PENSIONES “PROTECCION S.A.”.




2º) Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más expedito posible (artículo 5º, Decreto 306 de 1992).





3º) Remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.





COPIESE Y NOTIFIQUESE:





Los Magistrados,





Gonzalo Flórez Moreno

Jaime Alberto Saraza Naranjo 
  Fernán Camilo Valencia López

� Folios 63 y 64 del cuaderno principal.


� Folio 70 ibídem.


� Folio 79 del cuaderno principal.


� Ver cuaderno dos. 


� Folio 64 del cuaderno principal. 


� Sentencia T-192 del año 2007. M.P. Dr. ALVARO TAFUR GALVIS


� Sentencia T-334 de 1995, M.P. José Gregorio Hernández Galindo.


� Idem. 
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